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Introducción

¿Para qué una guía de seguimiento?

Las principales destinatarias de esta publicación son las poblaciones del 
piedemonte amazónico. Especialmente, las que viven en territorios en donde 
empresas petroleras hacen actividades de exploración y explotación de 
hidrocarburos. De lo que se habla acá es de las inversiones sociales que están 
obligadas por ley a hacer estas empresas para contrarrestar los grandes 
impactos de largo plazo que han generado sus actividades en estos territorios. 
Concretamente, es una guía de seguimiento y control a esas actividades. 

Los Planes de Beneficios para las Comunidades (PBC) son inversiones sociales 
que están obligadas a hacer las empresas petroleras en los territorios en los que 
hacen sus actividades de exploración y explotación de hidrocarburos. Los PBC se 
originaron en el reconocimiento de los impactos que generan esas actividades 
en los territorios. Por eso la importancia de conocer lo que significan y de 
hacerles un seguimiento informado.

De otra parte, en 2018, las comunidades amazónicas manifestaron la necesidad 
de entender el papel que desempeñan las empresas petroleras en sus territorios 
y de saber con claridad la magnitud de los impactos de sus actividades, en 
especial, en los resguardos indígenas. Este documento es un guía que ayuda a 
resolver esa necesidad y a precisar la magnitud de las reparaciones que ellas 
tienen que atender. 

En síntesis, esta guía muestra a quienes la quieran utilizar cuáles son los 
aspectos que necesitan tenerse claros para hacer un seguimiento a las empresas 
petroleras en sus obligaciones de inversión social en el piedemonte amazónico. 

Por eso, además de indicar qué son los PBC, también presenta la relación que 
tienen estos planes con la Responsabilidad Social Empresaria (RSE), con los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y con las llamadas Obras 
por impuestos. 
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Antecedentes

Los Planes de Beneficios para las Comunidades (PBC) son inversiones sociales 
que están obligadas a hacer las empresas petroleras en los territorios en los que 
hacen sus actividades de exploración y explotación de hidrocarburos. Los PBC se 
originaron en el reconocimiento de los impactos que generan esas actividades 
en los territorios. Por eso la importancia de conocer lo que significan y de 
hacerles un seguimiento informado.

De otra parte, en 2018, las comunidades amazónicas manifestaron la necesidad 
de entender el papel que desempeñan las empresas petroleras en sus territorios 
y de saber con claridad la magnitud de los impactos de sus actividades, en 
especial, en los resguardos indígenas. Este documento es un guía que ayuda a 
resolver esa necesidad y a precisar la magnitud de las reparaciones que ellas 
tienen que atender. 

En síntesis, esta guía muestra a quienes la quieran utilizar cuáles son los 
aspectos que necesitan tenerse claros para hacer un seguimiento a las empresas 
petroleras en sus obligaciones de inversión social en el piedemonte amazónico. 

Por eso, además de indicar qué son los PBC, también presenta la relación que 
tienen estos planes con la Responsabilidad Social Empresaria (RSE), con los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y con las llamadas Obras 
por impuestos. 

Esta guía se basa en una investigación que adelantó en 2019 la Asociación 
Ambiente y Sociedad (AAS) titulada Análisis sobre la industria de hidrocarburos 
en el piedemonte amazónico. Igual que en estudios similares, este relacionó 
entre sí dos aspectos: las empresas y los derechos humanos y tuvo en cuenta el 
rol e innegable impacto de las empresas en las comunidades amazónicas, en 
especial, en los pueblos indígenas. 

El objetivo de esta investigación fue evaluar la influencia empresarial del sector 
de hidrocarburos en los departamentos de Caquetá y Putumayo. 
Para ello, estudió, por una parte, las políticas nacionales del sector 
minero-energético, con el propósito de responder qué es lo que incentiva la 
presencia del sector minero-energético en el territorio colombiano. Por otra, 
ahondó en lo que ha sucedido en tres bloques petroleros del territorio 
amazónico: PUT- 1, PUT-12 y PUT-14, localizados en Putumayo. 

En el curso de la investigación, encontró que hay una figura legal destacada: los 
Planes de Beneficio para las Comunidades (PBC). Se trata de inversiones sociales 
de las empresas dedicadas a la industria del petróleo, que están obligadas a 
hacer. Los PBC se encuentran en todos los contratos y convenios suscritos con la 
Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH) y hacen parte de la llamada 
Responsabilidad Social Empresarial (RSE) que busca promover la agencia. 
 
¿Cómo empieza a operar esa obligación? La empresa debe diseñar esos planes 
mostrando que garantiza con ellos inversión social en el área de influencia 
directa de su proyecto y que mediante su implementación se alcanzarán un 
mayor desarrollo humano y una reducción de la pobreza extrema en Colombia. 

¿Por qué es importante estudiar los PBC? Porque son una de las pocas figuras 
legales de un contrato petrolero que tienen el propósito de mitigar el impacto 
social que tienen los proyectos de hidrocarburos. 
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Estructura y objetivo de la guía 
La guía se desarrolla en tres partes: en la primera, se hace un análisis del 
territorio; la segunda explica lo que es la llamada Responsabilidad Social 
Empresarial, en la que se inscriben los PBC, y la tercera parte se centra en la 
situación del departamento de Putumayo. El siguiente cuadro amplía el 
contenido de cada parte de la guía:

La investigación mostró tres situaciones relacionadas con los PBC que necesitan 
resolverse:
 

Primera: al gobierno y a las empresas les falta implementar y divulgar los 
PBC. En múltiples ocasiones, las comunidades que deberían verse 
beneficiadas por un PBC no tienen conocimiento de la implementación o el 
desarrollo de uno en sus territorios. No existen casos en los que las 
comunidades identifiquen una aproximación por parte de la empresa para la 
socialización de un PBC. 
Segunda: si la comunidad desconoce lo relacionado con los PBC, lo más 
probable es que su participación en la construcción de estos planes sea muy 
escasa o nula. Es necesario analizar esta situación a profundidad, 
Tercera: existe una clara ausencia de entes de control que intervengan en los 
procesos que por ley se deben adelantar entre la empresa y la comunidad. 
Eso hace suponer que no hay un seguimiento, o si lo hay, no es eficaz, al 
cumplimiento de las obligaciones que surgen de los contratos petroleros. La 
ausencia de estas instituciones crea un escenario en el que es muy fácil para la 
empresa incumplir con sus obligaciones sociales. 

6



Primera parte Análisis territorial importancia 
del piedemonte amazónico

Alta presencia de comunidades
Alta presencia de bloques petroleros
Alta tendencia de deforestación en el 
territorio.

Segunda parte Los Planes de Beneficios a las 
Comunidades, PBC

Qué son los PBC. Cuándo se crearon. 
Su implementación. Implicaciones en 
los contratos petroleros.

Cuarta parte

Conclusiones generales

Departamento de Putumayo:
Proyectos de PBC
Obras por Impuestos 

Como se están implementando.
Contraste entre Proyectos de PBC y 
Obras por Impuestos para ver un 
panorama general de las inversiones 
sociales.

Tercera parte Responsabilidad Social 
Empresarial, PDET y Obras por 
Impuestos

¿Qué es y cuál es la historia de la RSE?
Los PDET. ¿Qué son? ¿Cuál es su rol 
en la inversión social empresarial?
Las Obras por Impuestos. Su rol 
actual en el desarrollo del país. 

ESTRUCTURA DE LA GUÍA

Partes de la 
guía Tema Contenido

Con el conocimiento y la recopilación de esta información, podrá tenerse un 
importante insumo para diseñar estrategias de incidencia con respecto a la 
actividad petrolera y a sus impactos, en las políticas nacionales del sector 
hidrocarburos y en los espacios multiactorales que existan actualmente en el 
piedemonte. 
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ANH  Agencia Nacional de Hidrocarburos
ANT  Agencia Nacional de Tierras
ART  Agencia de Renovación del Territorio
AAS  Asociación Ambiente y Sociedad
E&P  Contrato de Exploración y Producción 
GTC  Guía Técnica Colombiana
IDEAM  Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales
OCDE  Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
OIT  Organización Internacional del Trabajo
ONU  Organización de las Naciones Unidas
PBC  Planes de beneficio para las comunidades
PDET  Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial
PNUD  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
RRI  Reforma Rural Integral
RSE  Responsabilidad social empresarial
TEA  Contrato llamado Technical Evaluation Agreement
YNC  Yacimientos no convencionales
ZOMAC  Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado

Siglas que se utilizan
Durante la lectura de esta guía, se verán con frecuencia varias siglas. Hacemos 
un listado para que sea más fácil acudir a su significado.
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¿Qué impactos se ven
en el Piedemonte
Amazónico? 

1Así lo advirtieron los profesores Thomas Lovejo, de la Universidad George Mason y alto miembro de United 
Nations Foundation, y Carlos Nobre, científico climático del Instituto de Estudios Superiores de la Universidad de 
São Paulo.

En Colombia, se habla del piedemonte amazónico, un área del territorio que 
representa la transición entre la cordillera de los Andes y la Amazonia. De allí, su 
nombre. Para situarlo con mayor precisión, diremos que se encuentra, 
principalmente, en dos departamentos de la Amazonia: Caquetá y Putumayo. 
En esa área están dos de los grandes tributarios de la cuenca amazónica, que 
tienen los nombres de estos departamentos: el río Caquetá y el río Putumayo, y 
existen unos 1.437 tipos de especies animales.

A la Amazonia, también la podemos llamar, en términos de ecosistema, bioma 
amazónico. Es muy especial. De él se dice que es uno de los más importantes 
para la estabilidad climática y ambiental del mundo… ¡DEL MUNDO! Es el 
bosque tropical más extenso del planeta, un hotspot de biodiversidad, un punto 
caliente, llamado así pues alberga más del 10 % de las especies de flora y fauna 
conocidas por el ser humano y cientos de pueblos indígenas, de los que es su 
territorio ancestral. A su vez, participa de la regulación global de ciclos hídricos, 
de los ciclos del carbono y cómo zona de estabilización climática. 
 
Hoy, la Amazonía se está degradando, dadas las constantes intervenciones que 
se hacen sobre este territorio. Con la pérdida de sus bosques en unos porcentajes 
entre un 20 % y un 25%, podría llegar a un punto de no retorno, a un cambio 
imparable del ecosistema1. La Amazonía pasaría a ser algo como una sabana 
seca, dejaría de ser el bosque tropical. ¿Cuándo se llegaría a ese punto de no 
retorno? Puesto que se ha perdido un 14,2 % del bosque y si se mantiene la tasa 
de deforestación actual, cercana a los 8.500 kilómetros cuadrados (km2) anuales, 
el punto de no retorno se daría en 2039 (TNC, 2020).

De toda la Amazonia, los dos departamentos que forman el piedemonte 
amazónico son los más deforestados. Los más deforestados de la Amazonia y del 
país también. ¿Tiene alguna relación la actividad petrolera en Caquetá y 
Putumayo con la deforestación de Caquetá y Putumayo? Sí, tiene una 
consecuencia directa en la degradación del bioma amazónico. Y sigue 
aumentando allí el número de bloques petroleros. Sobre esto, se seguirá 
ahondando.

Esa actividad extractiva con sus efectos sucede, además, en territorios de 
comunidades indígenas. Ocurre que los bloques petroleros se traslapan, en su 
mayoría, con resguardos; es decir, coinciden (véase mapa 1). Y se traslapan 
también con los municipios en los que se definieron los llamados Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), instrumento de planificación 
participativa que busca definir las visiones a futuro y proyectos prioritarios de las 
comunidades más afectadas por el conflicto armado. Al ser clasificados como 
“municipios PDET”, estos se convierten en objetos de distintas políticas de 
desarrollo que buscan cerrar brechas de pobreza y generar crecimientos 
económicos territoriales. Este enfoque de desarrollo implica el ingreso de 
empresas a los territorios y la aplicación de políticas de incentivos para que estas 
empresas entren, en efecto, a los municipios. Estamos hablando de políticas 
como las llamadas Obras por Impuestos o Regalías por Impuestos.
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Sobre la existencia y la situación de las 
comunidades

En Colombia, se habla del piedemonte amazónico, un área del territorio que 
representa la transición entre la cordillera de los Andes y la Amazonia. De allí, su 
nombre. Para situarlo con mayor precisión, diremos que se encuentra, 
principalmente, en dos departamentos de la Amazonia: Caquetá y Putumayo. 
En esa área están dos de los grandes tributarios de la cuenca amazónica, que 
tienen los nombres de estos departamentos: el río Caquetá y el río Putumayo, y 
existen unos 1.437 tipos de especies animales.

A la Amazonia, también la podemos llamar, en términos de ecosistema, bioma 
amazónico. Es muy especial. De él se dice que es uno de los más importantes 
para la estabilidad climática y ambiental del mundo… ¡DEL MUNDO! Es el 
bosque tropical más extenso del planeta, un hotspot de biodiversidad, un punto 
caliente, llamado así pues alberga más del 10 % de las especies de flora y fauna 
conocidas por el ser humano y cientos de pueblos indígenas, de los que es su 
territorio ancestral. A su vez, participa de la regulación global de ciclos hídricos, 
de los ciclos del carbono y cómo zona de estabilización climática. 
 
Hoy, la Amazonía se está degradando, dadas las constantes intervenciones que 
se hacen sobre este territorio. Con la pérdida de sus bosques en unos porcentajes 
entre un 20 % y un 25%, podría llegar a un punto de no retorno, a un cambio 
imparable del ecosistema1. La Amazonía pasaría a ser algo como una sabana 
seca, dejaría de ser el bosque tropical. ¿Cuándo se llegaría a ese punto de no 
retorno? Puesto que se ha perdido un 14,2 % del bosque y si se mantiene la tasa 
de deforestación actual, cercana a los 8.500 kilómetros cuadrados (km2) anuales, 
el punto de no retorno se daría en 2039 (TNC, 2020).

De toda la Amazonia, los dos departamentos que forman el piedemonte 
amazónico son los más deforestados. Los más deforestados de la Amazonia y del 
país también. ¿Tiene alguna relación la actividad petrolera en Caquetá y 
Putumayo con la deforestación de Caquetá y Putumayo? Sí, tiene una 
consecuencia directa en la degradación del bioma amazónico. Y sigue 
aumentando allí el número de bloques petroleros. Sobre esto, se seguirá 
ahondando.

Esa actividad extractiva con sus efectos sucede, además, en territorios de 
comunidades indígenas. Ocurre que los bloques petroleros se traslapan, en su 
mayoría, con resguardos; es decir, coinciden (véase mapa 1). Y se traslapan 
también con los municipios en los que se definieron los llamados Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), instrumento de planificación 
participativa que busca definir las visiones a futuro y proyectos prioritarios de las 
comunidades más afectadas por el conflicto armado. Al ser clasificados como 
“municipios PDET”, estos se convierten en objetos de distintas políticas de 
desarrollo que buscan cerrar brechas de pobreza y generar crecimientos 
económicos territoriales. Este enfoque de desarrollo implica el ingreso de 
empresas a los territorios y la aplicación de políticas de incentivos para que estas 
empresas entren, en efecto, a los municipios. Estamos hablando de políticas 
como las llamadas Obras por Impuestos o Regalías por Impuestos.

En Caquetá y Putumayo, ha sido constante en el tiempo el número de 
resguardos. Hoy, algunas comunidades están en proceso de reclamar sus tierras, 
de manera que falta aún el reconocimiento en términos legales. Putumayo, por 
ejemplo, cuenta con más de 238 cabildos, pero solo se reconocen 67 resguardos 
indígenas (28 %) debido a la falta de acceso formal a la tierra. En la Agencia 
Nacional de Tierras (ANT), había 130 demandas para constitución o ampliación 
de resguardo en diciembre de 2019 (ANT, 2019). 

El mapa 1 muestra de qué manera múltiples bloques se traslapan con los 
territorios de estos pueblos. Al sumar los resguardos de Caquetá y Putumayo en 
los que se instalaron bloques, resulta que en 56 resguardos indígenas se 
encuentran 30 bloques petroleros; de estos bloques, 5 están en Caquetá y 25 en 
Putumayo. 
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Traslapes en la Amazonía:
reguardos indígenas 
y bloques petroleros

Mapa 1. Traslapes en la Amazonía entre resguardos indígenas y bloques 
petroleros

Fuente: AAS (2019)

Región Amazonía

Limite departamental

Resguardos Indígenas

En producción

En exploración
20 200 40 km

Fuente de información
IGAC 2017. ANH 2019Bloques petroleros

Convenciones

Este mapa muestra solamente los bloques 
petroleros en exploración y producción, los cuales 
se localizan especi�camente en los departamentos 
de Caquetá y Putumayo. Los demás departamentos 
de la región no presentan bloques petroleros o los 
bloques están en otros estados (en estado, 
reservado o sin asignar).
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La presencia de la actividad petrolera ha generado conflictos socioambientales. 
Uno de los principales reclamos de las comunidades indígenas es que quienes 
impulsan esa actividad no reconocen, ni respetan sus territorios, ni sus 
tradiciones ancestrales. En varias ocasiones, las empresas no adelantan la 
consulta previa, lo que es obligatorio (Montaño, 2020) y sin autorización de las 
comunidades respectivas, se emprenden acciones en los territorios. 

Hay más muestras de la vulneración a los derechos de las comunidades, como 
hostigamientos contra ellas para que acepten las iniciativas petroleras, actos que 
se han atribuido en varias ocasiones a las empresas. O la elevación de los precios 
de la tierra de manera que las comunidades no pueden adquirirlas, situación 
que se origina en el hecho de que las empresas ofrecen pagar más por ellas a sus 
dueños y generan una tendencia alcista. 

La violencia es otra condición que deben sortear estos pueblos. En los 
municipios de Puerto Leguízamo y Puerto Asís, de Putumayo, las comunidades 
indígenas han visto llegar grupos armados de distintas vertientes. Llegan a 
asesinar a sus integrantes, a proferir amenazas, a hostigarlas, restringen la 
movilidad, causan desplazamientos, constriñen sus prácticas ancestrales y de las 
autoridades tradicionales y afectan sitios sagrados; además, como se enfrentan 
entre ellos mismos, sus disputas se dan en el territorio indígena y en zonas 
circundantes (ELC Putumayo, 2019).

En particular, Putumayo ha sido impactado desde hace muchos años por la 
violencia. En 2019, se contaron 1.618 habitantes que debieron desplazarse por esa 
causa. Esto significó un incremento del 18 % con respecto a 2018 y un promedio 
de 3 personas desplazadas al día y 88 al mes. Cerca de la mitad de estas 
personas, fueron niños, niñas, adolescentes y jóvenes y el 11 %, población 
indígena (Uariv, 2020). Según los autos 004 y 005 de 2009 de la Corte 
Constitucional, de los 15 pueblos indígenas que habitan el Putumayo, 13 están en 
riesgo de exterminio cultural por el desplazamiento forzado en el contexto del 
conflicto armado. 
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2Los cuatro ejes de reactivación energética son: transición energética, movilidad sostenible, seguridad energética 
y diversificación de la canasta.

Sobre el alcance hoy de la actividad petrolera
En el momento en el que se publica este manual de seguimiento, en el 
mundo y en el país llevamos un año en medio de la pandemia de la 
covid-19. Una consecuencia de esta pandemia es la crisis económica y 
en este escenario se mueve la actividad petrolera. En Colombia, esta 
actividad se ha visto como decisiva en la estrategia de reactivación 
económica y lo que se conoce es que, en 2020, ese sector invirtió cerca 
de 715 millones de dólares. Aunque, la apuesta se hace, en realidad, con 
todo el sector minero-energético (Revista Dinero, 2020b). 

A los hidrocarburos se les ha encargado impulsar uno de los cuatro ejes 
de la reactivación: el de seguridad energética2, de modo que de ellos se 
espera crecimiento. En 2021, se están promoviendo las actividades en 
petróleo y en gas natural en tierra firme, costa afuera, en Yacimientos 
No Convencionales (YNC) y en otras formas (El Heraldo, 2020).

En cuatro años, entre 2015 y 2019, se adjudicaron en Colombia 45 
bloques petroleros. Treinta de ellos, en 2019, lo cual muestra una 
tendencia y un interés en los últimos años, por aumentar la presencia 
petrolera en el país. Con las asignaciones presentadas entre 2019 y 
2020, se completan 50 proyectos petroleros en Caquetá y Putumayo. El 
interés de las empresas de hidrocarburos por este territorio amazónico 
se mantiene y va en aumento (Díaz y Montaño, 2020).

Más específicamente: en la Amazonia, en 2019 y 2020, se asignaron 
ocho nuevos bloques petroleros: tres en el primer año y cinco en el 
segundo. Los tres de 2019 se adjudicaron el 20 y el 23 de diciembre y 
son PUT-21, PUT-33 y PUT-36. Como sus nombres lo indican, están en 
Putumayo, en los municipios de Mocoa, Puerto Caicedo, Puerto 
Guzmán, Villagarzón y Puerto Asís. En 2020, en el tercer ciclo del 
Proceso Permanente de Asignación de Áreas de todo el país que 
comenzó el 20 de mayo de ese año se ofertaron 39 bloques petroleros 
y de ellos, cinco están en la Amazonia: CAG-7 y CAG-8, en el 
departamento del Caquetá y el PUT 20, PUT 35 y PUT 37, en Putumayo 
(Díaz y Montaño, 2020) (véase recuadro). 
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Cifras de bloques petroleros en la Amazonia

Total hasta 2020: 50 bloques

2019-2020. se asignan ocho bloques petroleros en Putumayo y 
Caquetá 

Putumayo: seis bloques. 
2019: bloques PUT-21, PUT-33 y PUT-36, en los municipios de Mocoa, 
Puerto Caicedo, Puerto Guzmán, Villagarzón y Puerto Asís, del 
Putumayo. 
2020: bloques PUT 20, PUT 35 y PUT 37.

Caquetá: dos bloques.
2020: CAG-7 y CAG-8, en los municipios de Montañita, Cartagena Del 
Chairá, El Paujil, El Doncello, Puerto Rico y San Vicente del Caguán.

Relación con cifras del país: 
En 2019, se asignaron en todo el país 30 bloques.
En 2020, se ofertaron en todo el país 39 bloques.
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Sobre la deforestación
El horizonte de vida de la Amazonía como la conocemos hoy, un ecosistema de 
bosque tropical, llega hasta 2039, de mantenerse la tasa de deforestación actual 
y en la medida en que ya se ha perdido el 14,2 % del bosque. Se anticipa que la 
veremos entonces como una sabana seca. Las cifras son variadas y van 
señalando cuando aumenta y cuándo disminuye, pero la verdad es que la 
tendencia es el incremento de la deforestación. 

En 2017, el 81 % de la deforestación del país se repartía entre seis departamentos 
(los tres primeros, de la Amazonia): Caquetá, Putumayo, Guaviare, Meta, Chocó y 
Antioquia (Montaño, 2020). Tres años después, siete de los 13 núcleos 
identificados de deforestación, se encontraron en Caquetá y Putumayo. De 2018 
a 2019, se había reducido en un 18 % la deforestación en la Amazonía colombiana 
(SMByC-Ideam, s. f.), pero, en el primer trimestre de 2020, las cifras aumentaron 
en un 83 %. Se deforestaron alrededor de 64.000 hectáreas de bosque, 
especialmente en Caquetá (25.064 ha), Meta (24.288 ha) y Guaviare (14.417 ha) 
como puede observarse en el mapa 2. Lo anterior se explica diciendo que con la 
pandemia y la cuarentena, hubo falta de control por parte de las entidades 
estatales, lo que condujo a las desmesuradas tala y quema de la selva (Rojas, 
2020). 
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Mapa 2. Núcleos de deforestación en el sur de Colombia. 2020.

Fuente: Ideam (2020).
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En 2019, el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam) 
presentó unas alertas en relación con la deforestación en la Amazonia. Las 
principales, coincidieron con los territorios en donde se encuentran los bloques 
petroleros asignados y los que se encontraban en proceso de asignación. Esa 
coincidencia se explica en el hecho de que, aunque la deforestación se da no por 
la actividad propia de extraer petróleo, si ocurre al construir carreteras, 
campamentos y helipuertos para los oleoductos y, de manera indirecta, por la 
construcción de rutas para el mantenimiento de la infraestructura del oleoducto 
y el asentamiento de quienes llegan por cuenta del proyecto.

Junto a esas actividades, hay otras causantes de deforestación como la 
praderización, los cultivos de uso ilícito, la infraestructura de transporte, la 
extracción ilícita de minerales, la ganadería extensiva y la extracción maderera. 
Entre estas causantes y las anteriores hay una relación intrínseca, pues si no 
fuese por la presencia de las empresas petroleras, no se desencadenarían las 
otras fuentes de deforestación en los territorios amazónicos. Son los procesos de 
colonización los que terminan aumentando el interés y el abuso de los recursos 
naturales en la Amazonía. Dicho de otra manera, la presencia de la empresa 
desata unas dinámicas en el territorio que promueven la deforestación. 
Dinámicas como conflictos entre integrantes de las comunidades indígenas y 
campesinos colonos, o afrocolombianos para la compra de tierras en las áreas de 
los proyectos delimitados; aumento y aceleración de la ola de colonización en el 
territorio por la llegada del proyecto; aumento del pie de fuerza militar del 
Ejército Nacional de Colombia para el cuidado de la infraestructura petrolera y 
otras. Sin embargo, de manera equivocada, todo lo que causa deforestación 
suele atribuirse únicamente a las economías ilícitas como la minería ilegal, la tala 
de madera ilegal o los cultivos de coca. 

Negar que estas tendencias de deforestación se derivan también de la presencia 
de las empresas solo hace que se desconozca la responsabilidad de estas últimas 
frente al ambiente. Usualmente, para encontrar responsable a una empresa, se 
debe probar que su rol causó una acción directa en detrimento del medio 
ambiente o de los derechos de las comunidades. Por lo general, los daños que 
realiza la empresa se entienden indirectos, ya que rara vez es la empresa 
propiamente la que deforesta en este caso. Por ejemplo, como se observa en el 
mapa 3, las regiones en donde se concentra la actividad petrolera coinciden con 
las áreas de deforestación mostradas en el mapa 2. Si bien no se puede 
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Mapa 3. Áreas petroleras del sur de Colombia. Septiembre de 2020. 

Fuente: ANH (2020b)
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establecer una causalidad que permita afirmar que por esos bloques se da la 
deforestación, si se puede ver una correlación que permite decir que en aquellos 
lugares en donde están empresas y bloques petroleros, también hay áreas de 
alerta de deforestación. 
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Los Planes de Beneficios
a las Comunidades. 

Hemos visto a grandes rasgos la realidad del piedemonte amazónico y 
comenzamos a acercarnos a la responsabilidad concreta que tienen en esa 
situación las empresas petroleras y, en general, quienes impulsan la actividad de 
hidrocarburos. 

Esta segunda parte de la guía nos adentra en las obligaciones que tiene el sector 
de hidrocarburos, del que se reconoce que su incursión en los territorios tiene 
impactos enormes sobre ellos y sobre sus pueblos.
 
Es indispensable tener presente que en el momento en que una empresa 
petrolera firma cualquier contrato con la ANH se compromete a cumplir con una 
obligación. Esa obligación tiene por nombre Planes de Beneficio para las 
Comunidades (PBC). Los PBC son una de las pocas figuras legales de un 
contrato petrolero que tienen el propósito de mitigar el impacto social que 
tienen los proyectos de hidrocarburos. 

Los PBC son inversiones sociales y hacen parte de la llamada Responsabilidad 
Social Empresarial (RSE). La empresa debe diseñar esos planes mostrando que 
garantiza con ellos inversión social en el área de influencia directa de su proyecto 
y que mediante su concreción se alcanzarán un mayor desarrollo humano y una 
reducción de la pobreza extrema en Colombia. 

Los PBC tienen relación con unos programas de planificación regional creados 
en 2017: los llamados Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET); y 
tienen relación también con el mecanismo creado para las empresas, también 
en 2017, que lleva por nombre Obras por impuestos.

Hablaremos de los aspectos generales de los PBC y después de todos estos otros 
instrumentos con los que se relacionan. 

Hace unos 80 años, llegaron las empresas petroleras al piedemonte amazónico. 
Corrían los años 40. Dos décadas después, en los años 60, comenzaron sus 
actividades extractivas. Desde entonces, se ha divulgado que su llegada y su 
presencia han traído beneficios porque con ellas llegaron el desarrollo para la 
región y trabajo para sus habitantes. Estos discursos reflejan poco la realidad. Es 
posible demostrar que luego de tantos años, lo que su presencia ha generado es 
conflictos y son vulneraciones de derechos para las comunidades.

Son diversas las afectaciones acumuladas: a la salud, al medio ambiente en 
general y a los recursos hídricos en particular, a la autonomía de los pueblos 
indígenas, a su composición sociocultural, al derecho a la consulta previa, para 
mencionar algunas. 

Con la promulgación en 1991 de la Constitución Política que hoy rige al país y que 
abrió el campo a los derechos humanos, se comenzó a hablar del enfoque social 
que debían tener las empresas y a crearse mecanismos que respondieran a ese 
enfoque según las necesidades de cada sector empresarial

En la inversión social de sector petrolero, el decreto presidencial 1760 de 2003 
ordenó a la entidad que estaba creando con ese mismo decreto, la Agencia 
Nacional de Hidrocarburos (ANH), lo siguiente: 

Convenir en los contratos de exploración y explotación [de petróleo] los 
términos y condiciones con sujeción a los cuales los compañías 
contratistas, como parte de su responsabilidad social, adelantarán 
programas en beneficio de las comunidades ubicadas en las áreas de 
influencia de los correspondientes contratos (Decreto Ley 1760 de 2003, 
artículo 5°, numeral 5.7). 

Con ese mandato, se crearon los mencionados Planes de beneficio para la 
comunidad (PBC), para que se ejecutaran en las etapas de explotación y 
producción petrolera, únicamente. Sin embargo, como lo dice en su nota de la 
parte inferior la tabla 1, durante cuatro años, de 2004 a 2007, los PBC no se 
hicieron obligatorios en la etapa de exploración. Es luego de 2008 que 
comienzan a verse los PBC como cláusulas vinculantes para todas las etapas de 
los contratos petroleros. 
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3El interés del PNUD era consolidar los PBC como una herramienta fundamental en la reducción de la 
pobreza y el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio en el país. En 2013 se publicó el 
estudio Fortalecimiento de las capacidades institucionales de la ANH para la planificación, seguimiento y 
evaluación de los programas en beneficio de las comunidades implementados por el sector de 
hidrocarburos. Ayudó a crear una línea base en esa perspectiva. La idea era trazar una ruta para que los 
PBC tuvieran un impacto positivo en las áreas de influencia de las actividades petroleras. En concreto, dar 
recomendaciones y generar instrumentos que permitieran definir inversiones estratégicas, alternativas 
de gestión y elementos fundamentales que se debían tener en cuenta para planear y desarrollar un PBC.

Tabla 1. Existencia de la cláusula sobre programas en beneficio de las 
comunidades en los contratos suscritos desde 2004 a enero de 2013

Año de 
firma del 
contrato

Contrato de Exploración 
y Producción

Exploración Producción Exploración Explotación Explotación

Contrato de 
Evaluación 
Técnica

2004

2005

2006

2007

2008

2009

2010

2011

2012

2013

No

No

No

No

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

Si

N/E

N/E

No

N/E

No

N/E

N/E

No

N/E

N/E

N/E

N/E

Si

N/E

Si

N/E

N/E

Si

N/E

N/E

N/E

Si

Si

Si

Si

Si

N/E

N/E

N/E

N/E

N/E

N/E

N/E

N/E

No

N/E

N/E

Si

Si

N/E

Tipo de contratos y convenios de la ANH

Convenio de Exploración 
y Explotación

Convenio de 
Explotación

* Sí: Si cuenta con cláusula PBC para el respectivo período. No: No cuenta con cláusula PBC 
para el respectivo período. N.E.: No se firmó ese tipo de contrato durante el respectivo año.

Fuente: tabla tomada de PNUD (2013). 

No obstante, en medio de esos años de ninguna concreción, en 2012, la ANH 
firmó un acuerdo de cooperación técnica con el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), con el objetivo de fortalecer las capacidades 
institucionales de la ANH en materia de planificación, seguimiento y evaluación 
de los PBC. El estudio que se derivó de este acuerdo fue un análisis del estado de 
implementación de los PBC por parte de la ANH hasta ese momento3. 
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Gráfica 1. Líneas de inversión en PBC en el período de exploración 2009-2012
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¿Qué señaló el estudio? El PNUD identificó los principales sectores de inversión 
de los PBC cuando el proyecto empresarial era, primero, de exploración y cuando 
era, en segundo lugar, de producción. En el primer caso, los principales sectores 
de inversión eran los de vías, obras municipales, educación, proyectos 
agropecuarios y desarrollo comunitario. 

La gráfica 1 muestra que el 58 % de líneas de inversión de los proyectos de 
exploración correspondieron a construcción (15 %) y mejoramiento de 
infraestructura (43 %), lo que quiere decir, en las categorías del párrafo anterior, 
vías o/y obras municipales. Las inversión en educación, proyectos agropecuarios 
y desarrollo comunitario se asimilaron a inversión en proyectos productivos que 
generen ingresos (10 %) o desde la dotación y suministro de materiales 
necesarios para el desarrollo de estas líneas (21 %). 

En la etapa de producción, las líneas de inversión en PBC fueron vías, proyectos 
productivos no agropecuarios, agua y saneamiento básico, desarrollo 
comunitario y servicios públicos. La gráfica 2 muestra que el 48 % de inversión se 
dirigió a la construcción (27 %) y al mantenimiento de infraestructura (21 %), que 
se entiende como “vías” en las categorías que estamos analizando. La otra 
inversión se hizo en el fomento de proyectos productivos que generen ingresos, 
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Gráfica 2. Líneas de inversión en PBC en el período de producción 2009-2012
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la dotación y suministro de materiales y la capacitación de personas, entendidos 
en el lenguaje que nos interesa como los rubros de proyectos productivos no 
agropecuarios, desarrollo comunitario, agua y servicios públicos. 

El PNUD indagó, también, sobre las inversiones de mayor interés para las 
comunidades. En los espacios de participación abiertos para ello, o mesas de 
trabajo, las personas señalaron el siguiente orden de prioridades: protección del 
medioambiente, mejoramiento de vías terciarias (infraestructura), proyectos 
productivos agropecuarios, fortalecimiento de juntas de acción comunal y 
fortalecimiento de los sistemas de salud (mejoramiento de los hospitales (véase 
imagen 1). 
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4En 2012, se adelantaron seis encuentros, conocidos como mesas de trabajo regionales: tres con 
comunidades y presidentes de juntas de acción comunal en Meta, Magdalena Medio y Costa Caribe, dos 
con las alcaldías de Tolima y Caquetá, y una mesa, en Bogotá, con diez compañías petroleras que hacen 
presencia en el país. En las mesas de trabajo con las comunidades, a las que asistieron 72 líderes y otras 
personas de la población, se pudo conocer de primera mano su experiencia y perspectivas sobre las 
inversiones sociales que hacen las empresas de hidrocarburos en los territorios.

Imagen 1. Resultados de la mesa de trabajo con las comunidades4.
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En contraste con los resultados de las mesas de trabajo, las gráficas 1 y 2 
muestran que la mitad de las inversiones se dirigió a infraestructura, lo que, en 
cualquier caso, se requiere para el funcionamiento del pozo petrolero y no se 
implementó de manera directa en aquellos sectores priorizados por las 
comunidades. 

El estudio del PNUD arrojó, además, un dato de importancia: la ANH se reunió en 
mesas de trabajo tanto con las comunidades, como con las empresas y con los 
gobiernos locales y para seleccionar los proyectos, tuvo en cuenta los resultados 
de todos esos encuentros. Específicamente, definió los proyectos de acuerdo 
con lo que hubiera de común entre las tres mesas, ese fue el parámetro para la 
escogencia. Las actividades definidas por las empresas respondían a su interés y 
beneficio, igual que las definidas por las instituciones. Si se trataba de responder 
especialmente a los beneficios de las comunidades, resulta incomprensible que 
la escogencia no se hubiera hecho principalmente en línea a las necesidades e 
intereses de las comunidades. 

Teniendo en cuenta los porcentajes presentados por el PNUD, los proyectos, que 
deben ser en beneficio para la comunidad, no responden a las prioridades que 
ésta identificó, si no a proyectos de infraestructura que no es tan claro cómo 
prioriza las necesidades de la comunidad. 

Después del estudio, luego de 14 años de creado el mandato para la ANH, esta 
entidad definió, finalmente, mediante el acuerdo 02 del 18 de mayo de 2017, lo 
que harían, por ley, los PBC: las empresas debían desarrollar iniciativas de 
infraestructura, salud y saneamiento básico y/o educación, así como proyectos 
productivos (véase recuadro).

También definió lo que no deben ser los PBC o con lo que no se deben 
confundir. 
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ACUERDO No. 02 DE 2017. Definición de las áreas a las que se dirigen las 
inversiones de los PBC
Consejo directivo de la Agencia Nacional de Hidrocarburos

Capítulo noveno (artículos 75 a 80)
Aspectos sociales y ambientales 
(…)
Artículo 79. Inversión Social: En desarrollo de Contratos celebrados para la 
ejecución de actividades de Exploración, Evaluación, Desarrollo y Producción de 
Hidrocarburos, deben emprenderse obras, trabajos y/o labores en beneficio de las 
comunidades de la Zona de Influencia de las Operaciones, en Áreas Continentales, o 
del Área de Interés resultado de estudios de línea base social, tratándose de 
Contratos Costa Afuera, en las que tengan repercusión o efectos tales actividades, 
para cuyo desarrollo el Contratista debe destinar recursos que contribuyan al 
mejoramiento de la calidad y las condiciones de vida de sus habitantes.

En cumplimiento de este compromiso, los Contratistas deben diseñar y desarrollar 
Programas en Beneficio las Comunidades, PBC, establecidas o asentadas en el Área 
de Influencia de las Operaciones a su cargo, o en el Área de Interés, tratándose de 
Contratos Costa Afuera, destinados a fomentar el desenvolvimiento sostenible, el 
fortalecimiento del entorno social, cultural y económico, y a mejorar las condiciones 
de bienestar, de acuerdo con el Artículo siguiente. Corresponde a la ANH 
acompañar a los Contratistas en los procedimientos de presentación y concertación 
de tales Programas con las autoridades que representen dichas comunidades o con 
personeros de las mismas

Artículo 80. Programas en Beneficio de las Comunidades, PBC: Han de consistir en 
el desarrollo de iniciativas de infraestructura, salud y saneamiento básico y/o 
educación, así como en el desarrollo de proyectos productivos. 

(…) Ha de tratarse de proyectos y actividades diferentes de aquellos que el 
Contratista está en el deber de acometer en cumplimiento de Licencias y de Planes 
de Manejo Ambiental, o en ejecución de Medidas de Manejo acordadas en 
Procedimientos de Consulta Previa para prevenir, corregir, mitigar y/o compensar 
impactos derivados de la ejecución del Contrato en comunidades y grupos étnicos, 
todo ello con sujeción al ordenamiento superior.
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Es importante resaltar qué no son los PBC según ese mismo acuerdo: los PBC 
deben ser diferentes de las obligaciones que la empresa adquiere en los 
siguientes momentos:

A partir del proceso de licenciamiento ambiental.
A partir de los planes de manejo ambiental.
En el proceso de consulta previa, al acordar medidas para prevenir, corregir, 
mitigar y/o compensar impactos derivados de la ejecución del contrato en 
comunidades y grupos étnicos (véase Acuerdo 2 de 2017, artículo 80). 

Para poner un ejemplo, el proyecto de PBC que diseñe la empresa no puede ser 
el mismo que su proyecto de inversión ambiental, ni que los proyectos que se 
pacten entre la empresa y las comunidades en la consulta previa. Debe ser un 
proyecto independiente que cumpla con los requisitos propios de los PBC. 
La supervisión y el monitoreo de los PBC están a cargo de la ANH, pues es una 
obligación que se desprende del contrato firmado entre una u otra empresa y 
esta entidad (véanse Acuerdo 02 de 2017, Decreto 4137 de 2011 y Decreto 714 de 
2012). 

En resumen, los PBC son las inversiones sociales que las empresas petroleras se 
comprometieron a hacer al firmar contratos y convenios con la ANH, en las áreas 
de influencia directa de los proyectos y para para que con su ejecución se 
fomente el desarrollo humano y se contribuya a la reducción de la pobreza 
extrema en Colombia (ANH, 2014).

El diseño de los proyectos para esas inversiones está a cargo de la empresa, sobre 
la base del monto que se debe invertir según el decreto: 

La inversión en tales PBC debe corresponder a suma equivalente al uno 
por ciento (1 %) del Valor Total del Programa Exploratorio, incluidos Mínimo 
y Adicional; de eventuales Programas Exploratorio Posterior y de 
Evaluación, así como al uno por ciento (1%) de la cuantía del Programa 
Anual de Operaciones de todos los Campos Comerciales del Área o Áreas 
en Producción, durante el Período correspondiente (Acuerdo 2 de 2017, art. 
80). 

Las gráficas 4 y 5 dibujan lo que dice el decreto:
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5En el caso de los PBC, los lineamientos construidos por el Ministerio de Minas y por la ANH incentivan a 
las empresas a generar espacios de diálogo con las comunidades directamente afectadas por el proyecto, 
para poder construir conjuntamente los programas que ejecutará la empresa. Sin embargo, este tipo de 
espacios no son obligatorios para la empresa o para la ANH, y debe ser la misma comunidad la que los 
solicita.

Los PBC que sugiere hacer la ANH en la fase de exploración de hidrocarburos se 
diferencian de los que propone para la fase de su explotación. En fase de 
exploración y en contratos de evaluación técnica (Technical Evaluation 
Agreement, TEA), los PBC se dirigen a construir infraestructura educativa y de 
salud, al fortalecimiento de capacidades económicas y seguridad alimentaria y 
al fortalecimiento institucional y la anticorrupción. 

Los PBC en fase de explotación se orientan a generar desarrollo local y regional y 
a fomentar capacidades económicas locales y regionales. La ANH entiende 
como desarrollo local y regional proyectos relacionados con lo siguiente: 
erradicación de la pobreza, saneamiento básico, rehabilitación, protección y 
conservación del medio ambiente, etc. En cuanto a las capacidades económicas 
locales y regionales, la ANH sugiere proyectos relacionados con fortalecimiento 
de cadenas productivas, ejecución de proyectos MDL y REDD, cooperativismo en 
asociación agropecuaria, entre otros (PNUD y ANH, 2014). 

La explicación de las diferencias puede ser que, en el período de exploración, en 
el que no es todavía seguro que la empresa continúe en el territorio, es mejor que 
las inversiones sean continuación de proyectos que ya existen. Esto explicaría la 
razón por la que se escogen los sectores para invertir en esa etapa. Sin importar 
que la empresa se vaya, los proyectos no habrán dependido de ella o no 
necesitan estar bajo su coordinación. En esta fase, la empresa siempre está 
preparada para no quedar con responsabilidades pendientes si se da una 
inminente salida del territorio.

Con iniciativas como las de PBC, el Estado colombiano pretende aumentar su 
legitimidad y la de las empresas en el territorio. Al mismo tiempo, si bien hay 
incentivos jurídicos y económicos para las empresas, la intención es mantener 
activa la actividad petrolera colombiana, también, evitando que las empresas de 
este sector retiren su inversión del país ante el aumento actual de los conflictos 
socioambientales5. 
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6Anexo F. Contrato petrolero ANH.

Diagrama 1. Pasos que se siguen para crear un PBC, según los contratos 
petroleros

La empresa deberá incluir en 
el Plan de Exploración, en el 
Plan de Desarrollo y en cada 
Programa Anual de 
Operaciones un capítulo con 
los programas que 
adelantará en beneficio de 
las comunidades ubicadas en 
las áreas de influencia del 
proyecto.

La ANH debe 
aprobar los planes 
propuestos por la 
empresa. Puede 
hacer comentarios 
para la 
modificación del 
plan

La empresa atenderá 
las sugerencias 
razonables que le sean 
comunicadas por LA 
ANH, las cuales 
deberán ser incluidas 
en sus planes y 
programas.

La empresa podrá adelantar 
los programas en beneficio 
de las comunidades incluidos 
en su propuesta inicial

El seguimiento al cumplimiento de los programas 
los hará una auditoria externa. El auditor 
determinará si hubo un cumplmiento de las 
obligaciones con los programas desarrollados

Fuente: elaborada a partir de los contratos petroleros TEA.

¿Qué pasos se dan para formular y hacer
seguimiento a un PBC?
Actualmente, los PBC se encuentran regulados en el artículo 34 de los contratos 
de exploración y producción (E&P) (ANH, s.f.a) y de TEA (ANH, s.f.c). En ese artículo 
se dice que el proceso de creación de un PBC tiene cinco pasos, que se 
presentan en el diagrama 1.

El seguimiento del desarrollo de los PBC, se hace según lo establece el contrato 
petrolero: una auditoría externa debe asegurarse de que el proyecto esté 
cumpliendo con los objetivos y que se esté llevando a cabo en las condiciones 
apropiadas. Con estas auditorías, se comprobará si la empresa cumplió con la 
obligación de implementar un PBC6. 
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¿En qué momento está la implementación de
los PBC
Hasta qué punto se puede decir que los PBC, de la forma en la que se han 
implementado, no están cumpliendo con las demandas que tiene la sociedad 
para mitigar estos impactos. Una situación concreta es la que ocurre con las 
empresas de petróleo que hacen actividades de exploración: ellas generan un 
alto impacto durante años con su presencia y sus acciones, pero sus inversiones 
sociales buscan generar el menor vínculo y responsabilidad posible con la 
comunidad hasta que vean que su proyecto petrolero es viable.
La inversión social, debería responder en primera medida a aquellas 
necesidades que expresa la comunidad. En las inversiones que realiza la 
empresa no se deberían priorizar aquellas impulsadas por el gobierno sobre las 
solicitadas por la comunidad, ya que el gobierno cuenta con los ingresos que se 
obtienen por los impuestos y regalías de la actividad petrolera en el territorio, 
para desarrollar aquellos proyectos que necesite realizar. Las comunidades, por 
el contrario, deberían tener la capacidad de determinar aquellos proyectos que 
quieran realizar en su territorio con la inversión que está obligada a realizar la 
empresa. 

Para evaluar esta política de inversión social, en 2012, el PNUD identificó la 
duración y el valor promedio de varios PBC. De un total de 1.520 actividades, la 
duración promedio de cada una, cuando es un PBC proveniente de proyecto de 
exploración, es de 3 meses y su monto aproximado es 33 millones de pesos. Así 
mismo, el 50 % de las actividades tiene una duración de menos de 1 mes. Cuando 
son PBC con inversión de proyectos de producción, las actividades tienen una 
duración promedio, cada una, de 5,5 meses y un monto de 110 millones. 

Podemos comparar los tiempos: la duración, en promedio, de los contratos 
petroleros es de 30 años, tiempo distribuido en 6 años de exploración y 24 de 
producción. Si la actividad de un PBC se hace en un plazo de entre 3 y 5 meses, 
y que su inversión está entre 33 millones y 110 millones de pesos, es inimaginable 
pensar que se están mitigando los impactos sociales que se generan de estos 
proyectos. 

En 2014, el PNUD trazó una de las principales guías para valorar la 
implementación de los PBC. Planteó la necesidad de hacer una adecuada 
estructuración de proyectos. En esa perspectiva, propuso un proceso de 3 fases 
y 9 pasos para la creación de estos programas (véase tabla 2)
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Tabla 2. Fases y pasos para crear los PBC, propuestos por el PNUD

Fuente: PNUD y ANH (2014).

FASE 1
Conociendo el 

territorio

¿Qué sabemos?
Aproximación al 
territorio

Informar a las comunidades y autoridades locales 
sobre la actividad de hidrocarburos que se adelanta 
en su zona, así como las obligaciones y la política de 
RSE de la empresa petrolera.
Identi�car capacidades y potencialidades de actores 
o partes interesadas en el territorio.

Identi�car las necesidades locales de inversión social 
mediante un diagnóstico participativo.

De�nir aliados para el trabajo articulado que permita 
maximizar el impacto y sostenibilidad de los PBC.
Identi�car alternativas de PBC según líneas de 
inversión recomendadas con enfoque de desarrollo 
humano y reducción de la pobreza extrema.

¿Cómo estamos?
Diagnóstico 
participativo

¿Qué debemos 
hacer?
Estrategia de 
inverción

PASO 1

PASO 2

PASO 3

FASE 2
Transformando 
las condiciones 

de vida de las 
comunidades

¿Cuál es la mejor 
alternativa?
Planeación 
participativa del 
PBC.

Seleccionar la mejor alternativa en PBC a tráves de un 
ejercito de planeación participativa.

Formular y presentar el PBC a la ANH.
La ANH aprueba el PBC.

Socializar ante la comunidad y aliados el PBC 
aprobado.
Poner en marcha el PBC según lo aprobado por la 
ANH.

Estructurando la 
idea
Formulación y 
aprobación del PBC.

Manos a la obra
Socialización y 
ejecución del PBC.

PASO 4

PASO 5

PASO 6

Monitorear el PBC a través de mecanismos 
participativos y de seguimiento in situ.

FASE 3
Aprendiendo y 

mejorando

¿Cómo vamos?
Seguimiento 
participativo.

Evaluar el PBC según indicadores de resultado.
Presentar los resultados del PBC en el territorio.

Identi�car y difundir las lecciones aprendidas y 
acciones de mejoramiento en PBC.
Identi�car y difundir las prácticas de inversión social 
en PBC.

¿Qué logramos?
Evaluación

¿Qué aprendimos 
y cómo lo 
contamos?

PASO 7

PASO 8

PASO 9
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Relación de los PBC con
la política de RSE, los
PDET y el mecanismo
Obras por impuestos

7El Acuerdo 5 de 2011 de la ANH define “los parámetros para la realización de Programas en Beneficio de 
las Comunidades ubicadas en las áreas de influencia de los contratos de Exploración y Producción de 
hidrocarburos”.

¿Qué es la RSE?

En esta parte interesa mostrar que estos tres elementos (RSE, PDET y Obras por 
Impuestos) tienen una relación directa con los PBC en los territorios y por ello 
es necesario conocer lo que son y hacerles seguimiento.

Los PBC son parte del programa de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) de 
cada empresa Así lo dice el artículo 1 del Acuerdo 5 de 20117: 

Se entenderán por [PBC], los correspondientes a la inversión social que 
realizan las empresas dedicadas a la industria del petróleo, como parte de 
su política de Responsabilidad Social, en el marco de los contratos de 
Exploración y Producción de hidrocarburos y de Evaluación Técnica, 
suscritos con la ANH (…).

Por eso, los alcances y el desarrollo que tenga esta política definen el alcance y 
desarrollo de estos últimos. ¿Qué es la RSE y de dónde surge?

Los programas empresariales de inversión enfocados en beneficiar a las 
comunidades tienen una historia larga. Se crearon en el mundo hace más de 70 
años. A esos programas se les da hoy el nombre de Responsabilidad Social 
Empresarial (RSE). Su origen estuvo en presiones de sociales para que 
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1.

2.

3.

fueran visibles los impactos de las decisiones de las empresas sobre los 
territorios en donde ejercen sus actividades. La Organización de las 
Naciones Unidas ONU hizo un llamamiento global a las empresas a 
finales del siglo XX y comienzos del XXI que se conoció como los 
principios del Pacto Mundial de las Naciones Unidas y en ellos introdujo 
la RSE. Ese llamamiento les pedía incorporar, 

[Diez] principios universales relacionados con los derechos 
humanos, el trabajo, el medio ambiente y la lucha contra la 
corrupción en sus estrategias y operaciones, así como para que 
actúen de forma que avancen los objetivos sociales y la 
implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

La RSE sigue también las directrices de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), de la Organización para el Desarrollo y la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), los Principios 
Voluntarios Rectores de Empresas y Derechos Humanos, así como la 
agenda de desarrollo sostenible planteada en la perspectiva de 2030.

Los tres principales estándares internacionales para las empresas, en la 
línea de los Principios Voluntarios, son los siguientes:

Los Estados deben proteger los derechos humanos contra las 
violaciones cometidas por terceros y/o empresas en sus territorios y/o 
en su jurisdicción.
Las empresas deben respetar los derechos humanos, es decir, 
abstenerse de cometer violaciones hacia terceros y hacerse 
responsables frente a las consecuencias negativas generadas. 
Asimismo, deben cumplir con estándares de debida diligencia en sus 
procesos empresariales. 
Los Estados deberán establecer medidas de reparación y/o 
remediación de los daños causados por las actividades empresariales 
hacia los derechos humanos (DAR, 2019).

Los caminos presentados por las normas internacionales han conducido a que 
en los espacios nacionales se discuta la responsabilidad que tienen las empresas 
frente a sus acciones. Por ejemplo, en Colombia, existe el Plan Nacional de 
Acción sobre Empresas y Derechos Humanos. 
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Iniciativas más relevantes de orden nacional y de orden internacional 
que buscan fomentar la RSE:

OCDE: Líneas directrices para empresas multinacionales
EITI: Iniciativa de Transparencia para el sector extractivo
Normas AA 1000; SA 8000; e ISO 26000
Guía Técnica Colombiana (GTC) 180 de Responsabilidad Social 

Todas estas normas se utilizan como referentes del enfoque social que 
deben tener las empresas, según la constitución, en su artículo 333 -Art. 
333. […] la empresa, como base del desarrollo, tiene una función social 
que implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones 
solidarias y estimulará el desarrollo empresarial […]-.

Hasta acá, se sabe que hay un panorama internacional que se anuncia favorable. 
Sin embargo, las políticas que se han derivado de allí en Colombia han resultado 
insuficientes ante la realidad del país. Los mecanismos descritos no se han 
implementado de manera efectiva en los territorios, no han tenido impacto en 
las realidades y contextos socioambientales, ni en la garantía de los derechos de 
las poblaciones locales. 

Las principales críticas que hace la sociedad civil a las políticas son (véase Mesa 
OSC, 2019):

Pese a su existencia, se registran presuntos hechos de complicidad entre el 
Estado, el paramilitarismo y las empresas que caracterizan ciertas conductas 
empresariales que deben ser objeto de investigación y sanción por la justicia, 
incluida la justicia transicional. 
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Sobre la sentencia T-247 de 2010 de la Corte Constitucional
Los lineamientos de RSE establecen que se debe buscar un 
desarrollo sostenible que tenga en cuenta la mejora social, la 
protección al medioambiente y el respeto de los derechos 
fundamentales, existentes en un Estado social de derecho. Recalca la 
Corte Constitucional, que la RSE no puede estar en cabeza 
únicamente de la empresa. Debe tener en cuenta, también, la 
participación de otros actores como la sociedad civilmente 
organizada, el Estado, los sindicatos, organizaciones con interés 
social, ONG y organizaciones comunitarias, entre otros.

No hay una inclusión real de la comunidad en la construcción y ejecución de 
estas políticas. En el caso de los mencionados Principios Voluntarios sobre 
Empresas y Derechos Humanos, como su nombre lo indica, estos dependen 
enteramente de la voluntad de las empresas y no de la realidad y la necesidad 
de la sociedad civil.
En Colombia, no existe un análisis gubernamental sobre la situación real de 
conflictos entre empresas y derechos humanos. Las políticas no se construyen 
basadas en las evidencias de los conflictos socioambientales nacionales, sino 
de la interpretación de principios internacionales. 

Según este contexto, no es a partir de una política pública que las empresas se 
aproximan a sus impactos y a sus responsabilidades. En concreto, la aplicación 
de la RSE se construye de manera desarticulada. No existe una norma directa 
que diga qué es la RSE y cómo debe implementarse. Las regulaciones que 
existen vienen de una interpretación de la Corte Constitucional, en la sentencia 
T-247 de 2010 (véase recuadro) y no de un mandato directo.
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La actividad petrolera, los PDET y las Obras
por impuestos

Puede argumentarse que hay directrices que da la Guía Técnica Colombiana 
(GTC) 180 (Icontec, 2008). Sin embargo, lo único que entrega es conceptos en 
torno a la RSE. No da un lineamiento, ni crea obligaciones para las empresas en 
materia de RSE. Es insuficiente también.

En este punto, conviene resaltar que RSE es diferente de responsabilidad 
empresarial en materia de derechos humanos. La RSE, como se dijo, busca que 
las empresas contribuyan, conforme a su deseo, con obras que les permitan 
tener un mayor acercamiento a la población de los lugares en donde adelantan 
sus actividades. La responsabilidad empresarial en materia de derechos 
humanos quiere decir que las empresas tienen obligaciones en derechos 
humanos que deben respetar en cualquier territorio en donde hacen presencia. 
Dicho de otra manera, independientemente de su voluntad o contribución 
social, las empresas deben respetar los tratados de derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, con el fin de garantizar su cumplimiento y 
aplicación en su esfera de control.

En conclusión, los PBC se inscriben en una RSE que, si bien tiene respaldo en 
cánones internacionales, tiene muchos inconvenientes en su concreción en el 
país. 

Veamos un contexto general. En 2016, se firmó en Colombia el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera, cuyo contenido constituye mandatos para los gobiernos. Con el 
Acuerdo, llegaron los PDET y con estos, el mecanismo de Obras por impuestos. 
Los PDET y el mecanismo Obras por impuestos se cruzan con los PBC en los 
municipios que, a la vez, se clasificaron como más afectados por la pobreza y la 
violencia y están impactados por las actividades petroleras. 

Comencemos con los PDET. Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET), creados por el Acuerdo final y formalizados con el Decreto 893 de 2017, se 

37



Mapa 4. Localización de los municipios PDET.

Fuente: tomado de la ART.

Leyenda
Municipios ART
REGIÓN

Alto Patía - Norte del Cauca
Arauca
Bajo Cauca y Nodeste Antioqueño
Catatumbo
Chocó
Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño
Macarena - Guaviare
Montes de María
Pacífico Medio
Pacífico Frontera Nariñense
Putumayo
Sierra Nevada - Peruá - Zona Bananera
Sur de Bolívar
Sur de Córdoba
Sur del Tolima
Urabá Antioqueño

plantean como un camino de transformación integral en el que se ponen en 
marcha los instrumentos de la Reforma Rural Integral (RRI) en los territorios más 
afectados por el conflicto armado, la pobreza, las economías ilícitas y la debilidad 
institucional. A estos territorios se les conoce como municipios PDET y son 170 
(véase mapa 4). Entre ellos están varios de Caquetá y Putumayo, es decir, del 
piedemonte amazónico. 
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Los objetivos de los PDET son la planificación y la gestión para implementar de 
manera prioritaria los planes sectoriales y los programas en el contexto de la RRI 
y de las medidas pertinentes que establece el Acuerdo final, en los municipios 
PDET (ART, 2017).

Los PDET tienen una vocación participativa y de fortalecimiento comunitario. En 
su ámbito, se reúnen las comunidades y las autoridades étnicas y territoriales en 
procura de garantizar sus derechos. También, se busca fortalecer las 
capacidades de gobernanza, gestión y planeación de las administraciones 
locales y regionales y garantizar la sostenibilidad socioambiental de los 
territorios. 
Los pilares de los PDET son ocho ejes temáticos orientados a superar la pobreza 
rural y a mejorar la calidad de vida de las personas en Colombia:

Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo. 
Derecho a la alimentación. 
Educación rural 
Vivienda, agua potable y saneamiento. 
Reactivación económica y producción agropecuaria. 
Infraestructura y adecuación de tierras. 
Salud rural
Reconciliación convivencia y paz.

En 2019, se asignó a la industria petrolera un rol más activo en la estructuración 
e implementación de los PDET en Colombia, en razón a que esta industria tiene 
presencia en 123 municipios PDET. La ANH, la Consejería Presidencial para la 
Estabilización y la Consolidación, la Agencia de Renovación del Territorio (ART) y 
la Agencia Nacional de Tierras (ANT) suscribieron un documento de 
entendimiento cuyo objetivo es trabajar en conjunto en la implementación de 
los PDET en las regiones con actividad petrolera y minera.

Según la ANH, mediante esta alianza se trazarán estrategias con las entidades 
para implementar iniciativas que impacten los ocho pilares que contemplan los 
PDET. Habrá varias fuentes de financiación: regalías, el mecanismo obras por 
impuestos, inversión social, cooperación y recursos privados. 

Sin embargo, no hay evidencia de acciones o avances al 2020 en inversión social, 
cooperación o recursos privados de las empresas petroleras en relación con los 
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Obras por impuestos: ¿qué son y cuál es su
relación con la actividad petrolera?

objetivos de esta alianza. Se encuentra la asignación presupuestal de las regalías, 
pero esto no corresponde a una actuación empresarial. La única forma en que 
han actuado las empresas petroleras de manera directa con respecto a los PDET 
en los últimos dos años (2019-2020) ha sido mediante la figura de obras por 
impuestos. 

La ley 1819 de diciembre de 2016 creó el mecanismo de pago de obras por 
impuestos u obras por impuestos. El mecanismo actúa cuando las empresas, 
que deben pagar el impuesto de renta y tienen unos ingresos superiores 1.000 
millones de pesos), deciden pagar hasta el 50 % de sus impuestos mediante 
inversiones directas en obras y proyectos de desarrollo aprobados por la ART. Es 
decir, en vez de pagar sus impuestos a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, como suele hacerse, deciden invertir directamente en proyectos en 
el lugar donde adelantan sus actividades. 

Esta ley excluía del mecanismo de obras por impuestos a las empresas de 
minería y explotación de hidrocarburos, pero, cinco meses después de 
promulgada, el Decreto Ley 883 de 2017 las aceptó. Y el mismo año, el Decreto 
1915 del 22 de noviembre reglamentó la ley.

El monto máximo anual, establecido por el Consejo Superior de Política Fiscal 
(Confis), que se puede destinar a estas obras es de $ 250.000 millones, en todo el 
país. Se está discutiendo la posibilidad de aumentarlo a un billón de pesos 
(Revista Dinero, 2020a). Inicialmente, las obras se definieron para las Zonas Más 
Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac), que incluyen a los municipios PDET, 
pero, en 2019, con la nueva Ley de Financiamiento, se abrieron las puertas de 
todos los municipios del país. 

El objetivo de las Obras por impuestos es promover la inversión en los territorios 
a los que llegan con proyectos que tengan trascendencia social. Por eso, se 
invirtió en cinco áreas: infraestructura vial, educación pública, salud pública, 
agua potable y/o alcantarillado y energía. 
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Para adelantar una obra por impuesto se deben seguir los pasos que indica el 
Manual Operativo Obras por impuestos de 2017, de la ART. Esos pasos son: 

Primero: la empresa propone un proyecto para su estructuración y ejecución 
(puede seleccionar uno de inversión de los que tiene el Banco de Proyectos de 
la ART para las Zomac). 
Segundo: se solicita a la ART que apruebe el proyecto elegido y que se valore 
por el monto de impuestos que quiere pagar con ello. 
Tercero: se prepara el proyecto. 
Cuarto: se ejecuta el proyecto y se entrega. 

Llama la atención que en el primer paso, en el caso de las empresas de 
hidrocarburos, cuando ellas seleccionan un proyecto, no consultan a las 
comunidades impactadas por su actividad. En lugar de eso, hablan con la ANH. 

Una vez incluidas las empresas de minería y de hidrocarburos en el mecanismo, 
hubo una avalancha de estas empresas para inscribirse: cerca del 75 % de las 
empresas inscritas en todo el país en Obras por impuestos pertenecen a esos 
sectores (ART, 2017). De los 65 proyectos seleccionados en los primeros dos años 
de implementación de las Obras por impuestos, 32 están en cabeza del sector 
petrolero (FIP, 2019a). De estos 32, 17 están en cabeza de Ecopetrol. En marzo de 
2020, el sector hidrocarburos sigue siendo el mayor contribuyente, pues 
Ecopetrol es la empresa con más proyectos asignados. Ecopetrol cuenta con 9 
proyectos de Obras por impuestos (FIP, 2019a).

En el primer año de implementación de las Obras por impuestos, se aprobaron 
23 proyectos por un valor aproximado de 70 millones de dólares, es decir, un 
valor global de 220.616 millones de pesos. Estas obras se están ejecutando en 25 
municipios de los 344 que integran las Zomac. En el piedemonte amazónico, hay 
una en Caquetá y dos en Putumayo (FIP, 2019b). 
Los sectores beneficiados son, en su orden los siguientes: infraestructura vial, 
educación pública, agua potable y alcantarillado y energía. La forma como se ha 
realizado la inversión se muestra en la tabla 3.
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Sector Proyectos 
aprobados

Valor (en millones 
de pesos)

Infraestructura vial 9 $ 142.077
Educación pública 7 $ 20.093

Agua potable y 
alcantarillado 6 $ 46.978

Energía 1 $ 11.466
Salud pública 0 $0

Total 23 $220.616
Fuente: FIP (2019b).

Tabla 3. Obras por impuestos. Distribución sectorial de proyectos aprobados, 
por monto y por sector. Primer año de implementación.

En 2019, por ejemplo, se vincularon 41 empresas con 42 proyectos para beneficiar 
a 57 municipios (28 PDET), con una inversión total de $ 247.319 millones. En 2019 
y 2020, han puesto en marcha 65 proyectos, con una inversión de $ 467.935 
millones (Revista Dinero, 2020a). En 2020, el sector de infraestructura vial obtuvo 
un 60 % de los recursos aprobados ($ 150.000 millones), lo que muestra un 
incremento con respecto al año anterior (cuando la inversión fue de $ 142.000 
millones). En segundo lugar, se encuentra el sector de saneamiento básico, que 
alcanzó un monto cercano a $ 92.000 millones, correspondiente al 37 % de la 
inversión total (véase gráfica 3).
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Gráfica 3. Distribución de 
inversiones en Obras por 

Impuestos en 2020

Inversiones Obras
por Impuestos

Es importante destacar una situación creada en enero de 2020: así como existen 
las Obras por impuestos, en enero de 2020 se formalizó la figura de Obras por 
regalías. Recordemos que las regalías son el pago que recibe el Estado por la 
explotación de recursos naturales no renovables, como el petróleo. Esa nueva 
figura no se ha puesto en marcha, oficialmente, todavía dado que durante 2020 
se encontraba en trámite la reforma del sistema de regalías. Sin embargo, esta 
herramienta es una de las apuestas para la reactivación económica del país y de 
la industria petrolera luego del choque económico de la pandemia por covid-19. 
Estas funcionarán muy similar a las Obras por impuestos, excepto porque ya no 
será la ART la encargada de aprobar los proyectos, sino la ANM para las empresas 
mineras y la ANH para las empresas petroleras. 

En el siguiente capítulo se hablará de la experiencia concreta en el Putumayo. 
Por ahora, baste decir lo que allí hay actualmente, para mostrar lo que sucede 
con las empresas petroleras en estos aspectos.

En Putumayo, se han presentado seis propuestas de Obras por impuestos de 
empresas petroleras: cuatro, de la empresa Gran Tierra Energy y dos de 
Ecopetrol. En noviembre de 2020, las cuatro obras de Gran Tierra estaban 
suspendidas y las dos Ecopetrol, estaban en las fases iniciales. Esta es una de las 
muestras del rol pasivo que cumplen las empresas frente a los planes sociales en 
los territorios donde ejecutan sus actividades (ART, 2020b).
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El caso del departamento
del Putumayo en materia
de PBC y de Obras por
impuestos

En este punto, es útil recordar que esta guía es una primera 
aproximación a la inversión social que están haciendo las empresas del 
sector de hidrocarburos en el piedemonte amazónico. La información 
que se entrega en seguida es información de base y análisis 
preliminares para hacer seguimientos a los proyectos de inversión que 
se deberían estar implementando en los territorios amazónicos.

Para contextualizar, diremos que de 242 PBC aprobados en el país, 16 
corresponden a Caquetá y 4 a Putumayo, aunque solo 2 empresas, una 
en cada departamento, son las que están implementándolos. La tabla 
4 muestra esa relación en cuanto a PBC en marzo de 2020. Baste 
recordar que los PBC se formulan para los territorios en los que hay 
bloques petroleros y que están recibiendo los impactos por las 
actividades que se desarrollan en esos bloques. 

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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Ámbito No. de PBC Correspondientes a:

País 242 27 bloques 
petroleros (de 337 

que hay 
adjudicados)

Putumayo 4 1 (de 32 bloques 
adjudicados)

Caquetá 16 1 (de 14 bloques 
adjudicados)

Tabla 4. PBC en el país y en el piedemonte amazónico

¿Cuántos y cuáles PBC hay actualmente en
el Putumayo?
En Putumayo, hay actualmente 32 bloques petroleros adjudicados y en marzo 
de 2020 se conoció que solo en uno de esos 32 se estaban implementando PBC 
(véase tabla 4). Ese es el bloque PUT-25 y los cuatro PBC se dan en lo que se llama 
infraestructura social. La empresa que adelanta esos proyectos se llama Gran 
Tierra Energy. La tabla 5 muestra a qué se orientan esos proyectos y cuál es su 
estado de avance. 

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.

En esta oportunidad, nos concentraremos en lo que ocurre en Putumayo.

Veamos más en detalle.
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* Contraste: el bloque comenzó a operar en 2012; sin embargo, en 2020 las 
obras de implementación de los PBC están tan solo en su primera fase. 

Tabla 5. Proyectos de PBC en Putumayo. Empresa Gran Tierra Energy 
Colombia, Llc. Territorio: bloque PUT 25, E&P*. Marzo de 2020.

Línea de 
Inversión 

Nombre del 
proyecto 

Fase de 
Implemen-
tación* 

Objeto del proyecto 

Infraes-
tructura 
social 

Instalaciones 
adecuadas para 
alimentar mi 
mente 

FASE 1 

Ampliar y adecuar el restaurante y la cocina 
escolar para garantizar la adecuada 
manipulación, elaboración y consumo de los 
alimentos brindados diariamente a los 
estudiantes de la Institución Educativa Rural 
El Yarumo. 

Infraes-
tructura 
social 

Instalaciones 
adecuadas para la 
higiene en la 
institución 

FASE 1 

Mejorar y construir unidades sanitarias en la 
Institución Educativa Rural El Yarumo para 
contribuir con el bienestar de la comunidad 
educativa. 

Infraes-
tructura 
social 

Construcción 
acueducto escolar FASE 1 

Construir un acueducto propio y un sistema 
de reecolección y aprovechamiento de aguas 
lluvias en la Institución Educativa Rural El 
Yarumo, para mejorar el abastecimiento del 
recurso hídrico a la comunidad educativa. 

Infraes-
tructura 
social 

Mejores espacios 
para la 
convivencia 

FASE 1 

Realizar actividades de adecuación de las 
áreas comunes de la Institución Educativa 
Rural El Yarumo, para hacer de la institución 
un lugar más agradable y seguro para la 
comunidad educativa. 

Fuente: ANH en respuesta a la Asociación Ambiente y Sociedad

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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Tabla 6. Colombia. Proyectos del mecanismo Obras por impuestos. 
2018-2019-2020

Proyectos 
aprobados

ejecutados En 
ejecución

En 
prepara-
ción

Inversión 
(millones 
de pesos)

23 11 10 2 $ 220.616

42 10 26 6 $ 247.319

35 - - 35 $ 209.000

100 - - - $676.935

Fuente: ART (2020b). 

No. de municipios de 
destino

No. de 
empresas 
vincula-
das a las 
obras por 
impuestos

2018 Total: 28:
18pdet - 10 no PDET

28

2019 Total: 58:
28 PDET - 30 no 
PDET

41

2020 Total: 97
 63 PDET - 34 no 
PDET

23

Total Total: 183 
109 PDET -74 no 
PDET

92

¿Qué proyectos de Obras por impuestos hay
en el Putumayo?
En cuanto al mecanismo obras por impuestos, en Putumayo se han presentado 
seis propuestas de obras: cuatro por parte de la misma empresa que tiene los 
PBC mencionados (Gran Tierra Energy) y dos por parte de Ecopetrol.

Es útil hacer también acá un contexto del país. La tabla 6 muestra lo que ocurrió 
en Colombia en los tres últimos años en materia de Obras por impuestos

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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Tabla 7. Putumayo. Proyectos de Obras por impuestos de Gran Tierra 
Energy* 

Objeto del Proyecto Monto de 
inversión

Principal línea 
de inversión Empresa Municipio

Dotación de menaje para los 
restaurantes escolares de las 
instituciones y centros 
educativos del municipio de 
Villagarzón

$ 2.215.730.031 Educación Gran Tierra 
Energy 
Colombia, Llc 

Villagarzón

Dotación de menaje para los 
restaurantes escolares de las 
instituciones y centros 
educativos del municipio de 
Puerto Guzmán

$ 3.748.803.383 Educación Gran Tierra 
Energy 
Colombia, Llc 

Puerto 
Guzmán

Mejoramiento de vías 
terciarias entre veredas 
Puerto Vega - Campoalegre 
del municipio de Puerto Asís, 
departamento del Putumayo

$ 7.591.272.980 Transporte Gran Tierra 
Energy 
Colombia, Llc 

Puerto Asís

Apoyo a los comedores 
escolares mediante la 
dotación de menaje en las 
instituciones y centros 
educativos del municipio de 
Orito

$ 955.155.927 Educación Gran Tierra 
Energy 
Colombia, Llc 

Orito

* Según datos de noviembre de 2020, estos proyectos están suspendidos.
Fuente: ART. Base Proyectos Obras Por Impuestos 2018-2019-2020 

De 100 proyectos en todo el país, seis corresponden al piedemonte amazónico y 
de $ 676.935 millones de pesos, 24.245 millones (el 3,6 %) se han definido para 
Putumayo. 

Según datos de noviembre de 2020, en Putumayo se han presentado seis 
propuestas de Obras por impuestos por parte de la empresa Gran Tierra Energy 
(cuatro) y de Ecopetrol (dos). Las cuatro obras propuestas por Gran Tierra se 
encuentran suspendidas. En cuanto a las obras de Ecopetrol, solo se encontró 
información de una de ellas en la que se indica que su estado es de 
estructuración y ejecución.

Las obras (suspendidas) se detallan en la tabla 7: 

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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¿Por qué es importante toda esta información? 

Los proyectos expuestos en las tablas 5 y 7 no necesariamente tienen un alto 
impacto a largo plazo. En varios casos, su objeto es dotar de elementos los 
comedores escolares, que es la respuesta a una necesidad que tiene efectos en 
el corto plazo, es decir, el tiempo que duren esos elementos. De igual manera, se 
observa una repetición de objetivos y no una estructuración cuidadosa teniendo 
en cuenta las necesidades puntuales de las comunidades. 

Al analizar y comparar ambas tablas se observa lo siguiente: 
El principal, y casi único, sector de inversión es la educación (de todos los 
proyectos, solamente 1 es diferente).
De los cuatro proyectos desarrollados, tres se encuentran en el estándar de 
educación. El cuarto, corresponde a infraestructura por ser la construcción de 
una vía terciaría. Esta, además, responde a las necesidades de la empresa para 
facilitar su ingreso al territorio y su actividad empresarial teniendo en cuenta la 
presencia que tienen en Puerto Vega. 
Se repite el proyecto de dotación a los comedores escolares en Orito (El 
Yarumo). Este proyecto se puede observar tanto en la tabla de PBC (5) como en 
la de Obras por Impuestos (7). La repetición de proyectos en ambos espacios 
muestra una transgresión de las capacidades que tiene la empresa frente a su 
responsabilidad social. Si bien no debe representar una carga 
desproporcionada, presentar un mismo proyecto para dos espacios es un 
abuso de los mecanismos avalados por la ley. 
En el caso de Obras por impuestos, se repite el mismo modelo de obra en tres 
municipios distintos, lo que sugiere que no se están tomando en cuenta las 
diferencias entre uno y otro. 
Todos los proyectos de PBC se encuentran en la primera fase 1, mientras que el 
contrato para el PUT-25 se firmó el 6 de diciembre de 2012. Eso significa que el 
los PBC tienen 8 años de estar comenzando a estructurarse para 
implementarse.
Todos los proyectos cumplen un patrón de evidente facilidad en la ejecución, 
pero no de intervención o desarrollo real en el territorio.

Observando esta información, surgen ciertas preguntas frente a estos 
mecanismos de inversión social:

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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¿Las empresas están implementando un mismo modelo de proyecto en todos 
los municipios, como se advirtió antes?
Si lo están haciendo, ¿están teniendo en cuenta las diferencias y las 
necesidades de cada comunidad particular? 
¿Se están presentando los mismos proyectos en los PBC y en proyectos de 
obras por impuestos? 
¿Se está consultando a las comunidades para seleccionar el tipo de proyectos 
que se van a implementar tanto de PBC como de obras por impuesto? 
¿Si un PBC lleva 8 años en Fase 1, en un contrato de exploración, qué tipo de 
desarrollo está promoviendo esta política, según su filosofía? 
¿La ANH está impulsando, realmente, la implementación de los PBC en los 
territorios panamazónicos? 

Una primera conclusión es que ha sido muy bajo el nivel de implementación de 
los proyectos de inversión social obligatorios de las empresas petroleras en los 
últimos años. Además, los que sí están en una fase, aunque primaria, de 
ejecución, no están cumpliendo con sus objetivos de desarrollo sostenible y 
reducción de la pobreza. 

Es necesario desde la sociedad civil conocer estas políticas y mecanismos para 
reconocer qué derechos tienen las comunidades frente a estos proyectos 
petroleros, de qué forma se está cumpliendo frente a esos derechos y cuáles 
relaciones son de especial atención para reconocer cuando se está 
implementando de manera correcta o equivocada estos proyectos. Al saber qué 
se debe mirar, entendemos nuevas estrategias y lugares donde exigir el 
cumplimiento de derechos socioambientales.

En términos generales, el elevado uso del mecanismo de Obras por impuestos 
por parte de las empresas petroleras y lo que puede estar ocurriendo al respecto 
hace indispensable que la sociedad civil y los pueblos indígenas estén activos en 
el seguimiento a la implementación de estos mecanismos, en vigilar cómo se 
han relacionado estas obras con otros proyectos de inversión social y en 
comprobar si estas obras están o no funcionando, realmente, para las 
comunidades. Las llamadas inversiones sociales de las empresas han crecido 
con los años, de tal manera que, en ocasiones, sustituyen la presencia y las 
obligaciones del Estado. Se ha entregado cada vez más a la empresa el rol de 
atender el desarrollo de proyectos en los municipios PDET mediante 

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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mecanismos como obras por impuestos. Esta creciente tendencia lleva a que los 
impuestos dejen de llegar al Estado y se concentren en los proyectos 
presentados por la empresa. Estos mecanismos no son buenos ni malos en sí 
mismos, sin embargo, al adquirir esta relevancia en el desarrollo municipal, es 
necesario observarlos y hacerles seguimiento de cerca, pues, al final terminaran 
determinando las políticas públicas municipales y si estas no se hacen con una 
fuerte participación comunitaria, terminaran respondiendo a la voluntad e 
interés de la empresa. 

En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.
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cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.

52



En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 
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En esta guía, se presentaron elementos y aspectos que es indispensable conocer 
y seguir para saber hasta dónde están haciendo las empresas en materia de sus 
obligaciones de inversiones sociales. 

En esta parte, subrayaremos ideas a tener presentes en el seguimiento:

1. La razón de la RSE es antigua y obedece a que en el mundo se reconoce que 
las empresas generan daños de largo plazo en los territorios en múltiples 
aspectos. Por eso, en un pacto mundial se hizo el llamamiento para resolver esos 
daños con medidas de largo plazo. Los PBC se inscriben en la RSE de las 
empresas petroleras, pero sus actuaciones en materia de inversión social, o se 
suspenden o no cumplen con los preceptos de largo plazo. En este aspecto, hay 
mecanismos nacionales e internacionales que ayudan a hacer seguimientos y 
volver exigibles los derechos territoriales. 

2. Con el Acuerdo final firmado en 2016, del que se desprenden obligaciones para 
los gobiernos y parámetros para la actuación de las empresas, se modificó la 
concepción de territorio y de organización territorial, así como el rol del Estado y 
de las empresas en aquellos municipios históricamente afectados por el 
conflicto armado. Por ejemplo, se introdujo el precepto de garantizar un 
Desarrollo Rural Integral. Sin embargo, el análisis muestra que la estructura de 
los PBC construida en 2014 no se ha renovado en concordancia con estos 
cambios sustanciales del país. Ese hecho de no renovar los PBC a partir de los 
enfoques del Acuerdo final hace evidente la desconexión que hay en materia de 
responsabilidad empresarial en derechos humanos entre las empresas 
petroleras y el territorio. A este sector se le dio un papel para cumplir con los 
PDET, pero pasados los meses, sus actuaciones tienen unos resultados muy 
pobres y nada comparables con el tamaño de su responsabilidad.

3. En teoría, se deben articular todos los aspectos y elementos que intervienen en 
los territorios que, a la vez que son los más impactados por la pobreza y la 
violencia (municipios PDET) también reciben las afectaciones de las actividades 
petroleras. En esta guía se habló específicamente de los PBC, la RSE, los PDET, 
las obras por impuestos y lo formulado más recientemente, las obras por 
regalías. El planteamiento daría una perspectiva alentadora en tanto a los 
municipios más impactados se les estarían nutriendo de herramientas para 
resarcir los impactos. Sin embargo, la realidad muestra lo contrario. No hay 
armonización, ni centralización de estas herramientas, de manera que se facilita 
la posibilidad de presentar proyectos que en nada resuelven los impactos de 
largo plazo y repetitivos.

4. La lógica con la que planean y actúan las empresas petroleras parece ser 
ejecutar proyectos de manera eficiente aunque sin necesidad de diseñarlos con 
objetivos que busquen solucionar lo que se exige, que es, superación de la 
pobreza y desarrollo territorial. Su lógica es cumplir con lo estrictamente 
necesario y no tendrá un rol activo que busque mejorar la calidad de vida del 
territorio que está impactando con su actividad. 

5. Pero, además, como parece mostrarlo Gran Tierra Energy, pueden repetir, en 
escenarios distintos (por una parte, un PBC y por otro, una Obra por impuestos), 
la formulación de proyectos de dotación para los comedores escolares. Eso 
significa, no que se dota dos veces, sino que se hace ver que se está haciendo, sin 
hacerse en realidad. Además, estos proyectos resuelven un problema de corto 
plazo al enfocarse en una necesidad inmediata que compensará una necesidad 
durante un periodo de tiempo igual al de duración de los elementos de 
dotación. 

6. Es necesario recordar el objetivo de los PBC es la reducción de la pobreza 
extrema la cual se comienza a erradicar con proyectos que busquen un impacto 
de fondo y no un proyecto sin ningún tipo de enfoque.

7. Parte de los resultados encontrados en el Análisis sobre la industria de 
hidrocarburos en el piedemonte amazónico fue que en los tres bloques 
analizados (PUT-1, PUT-9, y PUT-12) no hay evidencia clara de los PBC que se han 
ejecutado en ninguno de estos proyectos, siendo que todos están en una fase 
final de exploración. De igual manera, no se encontró evidencia de 
que la ANH o cualquier otra entidad estatal estuvieran realizando un 
seguimiento claro al cumplimiento de esta obligación contractual de 

las empresas. Finalmente, las comunidades impactadas por estos 
proyectos no tenían conocimiento alguno de la implementación o 
estructuración de estos proyectos en sus territorios (Montaño, 2020).

8. Es necesaria una fuerte presencia de la ANH en el seguimiento al 
cumplimiento de las obligaciones contractuales, específicamente, 
frente a los PBC. Esto se orienta a garantizar, además de su debida 
implementación, la posibilidad de que haya espacios de rendición de 
cuentas y/o mecanismos de reparación en aquellas situaciones en 
donde no se cumpla con esta obligación.


